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INTRODUCCIÓN  

Con las presentes líneas deseamos hacernos partícipes del merecido home-
naje al profesor José Luis VILLEGAS MORENO, destacado autor de Derecho 
Administrativo y en temáticas especiales como el Derecho ambiental y el Dere-
cho municipal, amén de su ardua, constante y extensa labor como Director de 
una de las Revistas Jurídicas con mayor proyección y continuidad en Venezue-
la, a saber, la Revista Tachirense de Derecho. A ello se agrega, tal vez lo más 
importante, su personalidad amable y sencilla, de lo cual puede dar fe la coau-
tora cuando tuvo el placer de conocerlo hace unos años en la Universidad Mon-
teávila.    

A través de las siguientes notas, nos pasearemos por el análisis de un tra-
bajo de nuestro autor homenajeado titulado “El derecho de propiedad en la 
Constitución de 1999”, el cual consideramos de consulta obligatoria para 
quien pretenda tratar la temática de la propiedad en la Constitución de 1999, 
el cual fue publicado hace dos décadas1, pero que presenta sin lugar a dudas, 
plena actualidad. 

 
*  Universidad Central de Venezuela, Abogada; Especialista en Derecho Procesal; Doc-

tora en Ciencias, Mención «Derecho»; Profesora Titular por concurso de oposición; 

Investigadora-Docente Instituto de Derecho Privado.  

**  Universidad Central de Venezuela, Abogado; Especialista en Derecho Administrativo; 

Profesor Asistente por concurso de oposición de Derecho Civil II, Bienes y Derechos 

Reales. Universidad Católica Andrés Bello, Especialista en Derecho Procesal; Cursan-

te del Doctorado en Derecho. 
1  Véase: VILLEGAS MORENO, José Luis: El derecho de propiedad en la Constitución 

de 1999. En: Estudios de Derecho Administrativo, Libro Homenaje a la Universidad 
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No pretendemos entonces, por medio del presente ensayo, hacer un análisis 
exhaustivo del derecho real por antonomasia, a saber, la propiedad, al cual nos 
hemos referido en otras ocasiones2, sino pasearnos por este a la luz de la obra 
de nuestro homenajeado, a saber, sus consideraciones en la Constitución de 
1999. De allí el título de nuestros comentarios. La temática del derecho de pro-
piedad en general ha sido tratada por otros autores3, algunos con especial enfo-

 
Central de Venezuela, 20 años de la Especialización en Derecho Administrativo, 

FCJP/TSJ, Caracas, 2001, Vol. II, pp.  565-582. 

2  Véanse: “El derecho de propiedad: breves notas para su sistematización”, Revista 

Tachirense de Derecho N° 31 (N° 6 digital), enero-diciembre 2020, 

http://www.ucat.edu.ve (en prensa); “Aspectos generales de los modos de adquirir la 

propiedad en el Derecho venezolano”, Revista Venezolana de Legislación y Jurispru-

dencia N° 15, 2020, pp. 71-100, www.rvlj.com.ve; “Notas acerca de los modos de 

perder la propiedad en el Derecho Venezolano”, Revista Venezolana de Legislación y 

Jurisprudencia N° 12, 2019, pp. 131-165, www.rvlj.com.ve; “Consensualismo y pro-

piedad”, Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia N° 14, 2020, pp. 227-

279, www.rvlj.com.ve 

3  Véase entre otros: GARCÍA SOTO, Carlos: La garantía del contenido esencial del 

derecho de propiedad en los ordenamientos jurídicos de España y Venezuela, Univer-

sidad Complutense de Madrid, Facultad de Derecho, Memoria para optar al título de 

doctor, Madrid, 2015, L. Martín-Retortillo Baquer (dir.), http://eprints.ucm.es 

/28130/1/T35656.pdf; RONDÓN GARCÍA, Andrea: Propiedad privada y Estado de 

Derecho: garantías fundamentales de la actividad económica del empresario, Tesis 

Doctoral presentada para optar al Título de Doctor en Ciencias, mención Derecho, 

Universidad Central de Venezuela, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas Centro 

de Estudios de Postgrado, Julio 2013, Tutor E. Hernández-Bretón, http://saber.ucv.ve/ 

bitstream/123456789/9618/1/T026800011035-0-AndreaRondon_finalpublicacion-000. 

pdf; CÁNOVA GONZÁLEZ, Antonio: El papel de la propiedad privada en el Dere-

cho. En: Enfoques sobre Derecho y Libertad en Venezuela. Herrera Orellana, Luis A. 

(Coordinador). ACIENPOL, Caracas, 2013; RONDÓN GARCÍA, Andrea: El derecho 

de propiedad en el ordenamiento jurídico venezolano, Revista de la Facultad de Cien-

cias Jurídicas y Políticas N° 133, UCV, 2009, pp. 223-231; RONDÓN GARCÍA, An-

drea: Propiedad Privada y Derechos Fundamentales: Nuevamente el Caso Promocio-

nes Terra Cardón C.A., Sentencia de la Sala Político-Administrativa de la Corte Su-

prema de Justicia. En: Temas de Derecho Constitucional y Administrativo: Libro 

Homenaje a Josefina Calcaño de Temeltas. Funeda, Caracas, 2010, pp. 193-211; DE 

LEÓN, Ignacio: La Propiedad Privada como Causa del Progreso. CEDICE, Editorial 

Torino, Caracas, 2008. Véase también en la doctrina extranjera entre otros: ADRO-

GUÉ, Manuel I.: El derecho de propiedad en la actualidad, Abeledo-Perrot, Buenos 

Aires, 1995; Castán Tobeñas, José: La propiedad y sus problemas actuales. Instituto 

Editorial Reus, 2ª edic., Madrid, 1963; CARRETERO SÁNCHEZ, Santiago: La pro-

piedad Bases sociológicas del concepto en la sociedad posindustrial, Tesis doctoral 

dirigida por el profesor doctor José Iturmendí Morales, catedrático de Filosofía del de 

Derecho en la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense de Madrid, 1994, 
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que constitucional4 a propósito de la expropiación5, toda vez que es bien sabido 
que se trata del derecho patrimonial más pleno y de mayor alcance para la per-
sona.  

El 115 de la Constitución señala: “Se garantiza el derecho de propiedad. 
Toda persona tiene derecho al uso, goce, disfrute y disposición de sus bienes. 
La propiedad estará sometida a las contribuciones, restricciones y obligaciones 
que establezca la ley con fines de utilidad pública o de interés general. Sólo por 
causa de utilidad pública o interés social, mediante sentencia firme y pago 
oportuno de justa indemnización, podrá ser declarada la expropiación de cual-
quier clase de bienes”6.  

 
http://webs.ucm.es/BUCM/tesis/19911996/S/0/S0003501.pdf; PAREJO ALFONSO, 

Luciano: Problemas actuales del Derecho de Propiedad,    Derecho Urbanístico N° 1, 

Editorial Urbanitas, Caracas,  Enero-Abril 1993, pp. 7-48, http://www.ulpiano.org.ve/ 

revistas/bases/artic/texto/RDU/1/rdu_1993_1_7-48.pdf; Novoa Monreal, Eduardo: El 

derecho de propiedad en las sucesivas constituciones y leyes sustantivas venezolanas, 

Revista de la Facultad de Derecho N° 58, UCV, Facultad de Derecho, Caracas, 1976, 

pp. 103-114,  http://www.ulpiano.org.ve/revistas/bases/artic/texto; /RDUCV/58/rucv 

1976_58_103-114.pdf; RODOTA, Stefano: El terrible derecho: estudios sobre la pro-

piedad privada. Civitas, Madrid, 1986; Lasarte, Carlos: Propiedad y derechos reales 

de goce, Principios de Derecho Civil, Marcial Pons, 9ª edic., Madrid, Barcelona, Bue-

nos Aires, 2009, T. IV, pp. 7 y ss. 

4  Véase: PACHECO MEDINA, William y NÚÑEZ MARTÍNEZ, Juan Jacobo: Regula-

ción del derecho de propiedad en Venezuela y la gobernabilidad del Estado a partir 

de la Constitución Nacional de 1999, Revista de Derecho UNED N° 17, 2015, pp. 

1161-1186, http://e-spacio.uned.es/fez/eserv/bibliuned:RDUNED-2015-17-5180/Re-

gulacion_derecho_propiedad.pdf    

5  Véase infra N° 4. 

6  Véase: PEÑA SOLÍS, José: Lecciones de Derecho Constitucional General, Los Dere-

chos políticos, sociales, culturales y educativos, económicos, de los pueblos indígenas 

y ambientales. Paredes, Caracas, 2014, T. II, pp. 238-252. El artículo 98 eiusdem con-

forma un complemento del derecho en estudio a propósito de la propiedad intelectual: 

“La creación cultural es libre. Esta libertad comprende el derecho a la inversión, pro-

ducción y divulgación de la obra creativa, científica, tecnológica y humanística, inclu-

yendo la protección legal de los derechos del autor o de la autora sobre sus obras. El 

Estado reconocerá y protegerá la propiedad intelectual sobre las obras científicas, lite-

rarias y artísticas, invenciones, innovaciones, denominaciones, patentes, marcas y le-

mas de acuerdo con las condiciones y excepciones que establezcan la ley y los tratados 

internacionales suscritos y ratificados por la República en esta materia”. En torno a 

los artículos (98 y 115) de la Constitución: RONDÓN GARCÍA, Andrea y HERRERA 

ORELLANA, Luis Alfonso: Independencia Judicial y Libertad: El Tribunal Supremo 

de Justicia contra la propiedad privada. En: Independencia Judicial, Colección Estado 

de Derecho, Acienpol/Acceso a la Justicia/ Funeda/Unimet, Caracas, 2012, T. I, pp. 

110-111, contienen “un régimen amplio y garantista de respeto y protección a la pro-
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Al efecto acota VILLEGAS MORENO: “Entre nosotros la Constitución de 
1999 no considera el derecho de propiedad como un derecho fundamental, de 
naturaleza preconstitucional, sino que, siguiendo la tradición de la Constitución 
de 1961, la incluye entre los derechos económicos. Esta línea es seguida en 
otras constituciones europeas y americanas que no catalogan la propiedad entre 
los derechos fundamentales e inviolables, sino entre los derechos económicos 
subordinados a los intereses generales y regulados por la ley”7. Para el autor: 
“Así queda establecido en el texto constitucional vigente que al lado del reco-
nocimiento explícito de la propiedad privada y del carácter garantista de la ex-
propiación, se afirma el fin de utilidad pública o interés general y/o social de la 
propiedad. Por tanto, el derecho de propiedad queda como un derecho constitu-
cional menor incluido en los derechos económicos”8. 

Por su parte, entre los instrumentos internacionales que consagran este im-
portante derecho se ubica el artículo 17 de la Declaración Universal de los De-
rechos Humanos, adoptada por la Asamblea General de la ONU en fecha 10 de 
diciembre de 1948, refiriendo que toda persona tiene derecho a la propiedad, 
individual y colectivamente9, «es decir, el derecho de los hombres a acceder a 
aquellos bienes y recursos que permitirán su libre desarrollo personal»10. Tam-
bién el artículo 21 de la Convención Americana de Derechos Humanos o Pacto 
de San José11. De allí que se afirme que la propiedad en su aspecto general con-
figura un derecho humano12. 

 
piedad privada, tanto material como inmaterial, estableciendo incluso la expropiación 

no solo como una potestad del Estado, sino también como un conjunto de garantías a 

la propiedad privada”.  

7  VILLEGAS MORENO, ob. cit., p. 568. 

8  Ibid., p. 569. 

9  NIKKEN, Pedro: «Estudio preliminar». En: Código de derechos humanos. Editorial 

Jurídica Venezolana, Caracas, 2006, pp. 65 y 68. 

10  DE LA CRUZ FERRER, Juan: «La intervención de la Administración Pública en la 

libertad económica: funciones y regulación del derecho de propiedad», En: Congreso 

internacional de Derecho Administrativo en homenaje al prof. Luis H. Farías Mata, T. 

I, UCAB, Caracas, 2006, p. 132. 

11  «1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede subordinar 

tal uso y goce al interés social. 2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, 

excepto mediante el pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de 

interés social y en los casos y según las formas establecidas por la ley. 3. Tanto la usu-

ra como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre deben ser 

prohibidas por la ley». 

12  Véase: DOMÍNGUEZ GUILLÉN, María Candelaria: Derecho Civil Constitucional 

(La constitucionalización del Derecho Civil). Editorial Jurídica Venezolana-Cidep, 

Caracas, 2018, pp. 137-39; MELEAN BRITO, Jorge: «Acerca de las bases conceptua-
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1.  Aproximación  

La propiedad es el derecho real13 más pleno o amplio en sus facultades, es-
to es, constituye el derecho real por excelencia14. El derecho real viene asociado 
a la idea de una persona y una cosa u objeto para la satisfacción de sus necesi-
dades económicas15. Configura “el centro de irradiación de todas las categorías” 
de los derechos reales y ocupa una posición nuclear dentro de éstos. De allí que 
haya sido calificada como un derecho real pleno de disposición y goce, defini-
tivo y principal16. La propiedad se configura como el derecho real por antono-

 
les del patrimonio». En: Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia. N.º 14. 

Caracas, 2020, p. 175, El derecho de propiedad es un derecho humano reconocido en 

la Revolución Francesa, así como en instrumentos más recientes como la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos de 1948, la Declaración Americana de los Dere-

chos del Hombre de 1948 y la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pac-

to de San José) de 1969; PERRONE, Nicolás: «Artículo 21: Derecho a la propiedad 

privada». En: La Convención americana de Derechos humanos y su proyección en el 

Derecho argentino. La Ley. E. Alonso Regueira, director. Buenos Aires, 2012, p. 356, 

el derecho de propiedad debe ser considerado dentro de los derechos humanos en la 

medida que constituye un medio para realizar un proyecto de vida asociado a la digni-

dad; Prat, Pilar: El derecho a la propiedad privada ¿un derecho humano? Universidad 

de San Andrés. (J. S. Elías, tutor). Victoria, 2012, pp. 49 y 50, debe ser considerado 

como derecho humano indispensable para que las personas logren una vida plena; 

LEVENZON, Fernanda: La propiedad privada en perspectiva de derechos humanos: 

de las teorías de la justicia con base en derechos a la protección internacional. Uni-

versidad de Palermo. Maestría en Derechos Humanos y Derecho Constitucional (M. 

Alegre, director). Buenos Aires, 2011, p. 67, http://dspace.palermo.edu; Herrera Ore-

llana, Luis Alfonso: «Las tensiones entre la propiedad privada y el Derecho Adminis-

trativo». En: Revista de la Facultad de Derecho. Nos 65-66. UCAB. Caracas, 2011, p. 

165. 

13  Véase sobre el derecho real, a saber, aquel que propicia una relación entre los sujetos 

con ocasión de una cosa: DOMÍNGUEZ GUILLÉN, María Candelaria: Instituciones 

fundamentales de Derecho Civil. Cenlae. Caracas, 2019, pp. 143-181.  Véase también 

de la autora: “Entre los derechos reales y los derechos de crédito”, Revista Venezolana 

de Legislación y Jurisprudencia N° 9, 2017, pp. 51-81, www.rvlj.com.ve 
14  Véase: O’CALLAGHAN MUÑOZ, Xavier y PEDREIRA ANDRADE, Antonio: 

Introducción al Derecho Civil patrimonial. 4ª, Editorial Centro de Estudios Ramón 

Areces. Madrid, 1996, p. 287, los cultivadores del Derecho Civil conceptúan mayorita-

riamente el derecho de propiedad como un poder unitario, un señorío global del que 

las facultades son simples manifestaciones. La doctrina acostumbra a definir la pro-

piedad como el más amplio poder de dominación que el ordenamiento jurídico permite 

sobre las cosas. 

15  Véase DOMÍNGUEZ, Guillén, Instituciones fundamentales…, p. 144. 

16  KUMMEROW, Gert: Bienes y Derechos Reales. Mac Graw Hill, 5ª edic., Colombia, 

2001, Revisión técnica: Luisa Sánchez, p. 228. 
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masia, el más amplio y perfecto17. La propiedad es el arquetipo del derecho 
subjetivo patrimonial18; constituye el principal derecho subjetivo patrimonial, si 
atendemos a la magnitud y variedad de poderes y facultades que congrega19. El 
Código Civil dispone: “La propiedad es el derecho de usar, gozar y disponer 
de una cosa de manera exclusiva, con las restricciones y obligaciones estable-
cidas por la Ley”. Se indica que la norma se ha mantenido a lo largo de los 
distintos textos sustantivos20. Se afirma que la «propiedad» es a los Derechos 
Reales como el «contrato» es a las Obligaciones21. Para denotar su carácter de 
institución protagonista en cada una de las asignaturas: “propiedad” y “contra-
to” constituyen las figuras más relevantes o al menos recurrentes del Derecho 
Civil Patrimonial.  

Pero saliendo del ámbito del Derecho Civil, la propiedad presenta una pro-
yección más amplia. Afirma atinadamente VILLEGAS MORENO: “La profunda 
trascendencia social y política que se encierra en el derecho de propiedad po-
dría hacer pensar que nos encontramos ante un tema suficientemente estudiado, 
e incluso, casi agotado. Lo cierto es que el debate continúa, si bien no se centra 

 
17  Véase: LACRUZ BERDEJO, José Luis: Nociones de Derecho Civil Patrimonial e 

introducción al Derecho. Dykinson, 5ª edic., Madrid, 2006. Revisión por: Jesús Del-

gado Echeverría y María Ángeles Parra Lucán, p. 133, la propiedad es el derecho más 

pleno que se puede tener sobre una cosa, comprendiendo en principio, todas las posibi-

lidades de actuación autorizadas por la ley. 

18   Adrogué, ob. cit., pp. 51 y 71. 

19   Ibid., p. 41. 

20  MONREAL, Novoa, ob. cit., p. 106, El CC de 1862, “Art. 1 del Título II, Ley I: El 

dominio es el derecho real en una cosa corporal, para gozar y disponer de ella arbitra-

riamente, no siendo contra la ley o contra derecho ajeno”. El Código Civil de 1867, 

pareciera acentuar menos el carácter absoluto del derecho de propiedad que fluye de la 

disposición precedente, en su art. 351, “La propiedad es el derecho de gozar y dispo-

ner de una cosa, sin más limitaciones que las que provienen de las leyes o reglamen-

tos”. Pero el Código de 1873, no deja duda alguna en cuanto a ese absolutismo, según 

el texto de su art. 444 “La propiedad es el derecho de gozar y disponer de las cosas de 

la manera más absoluta, con tal que no se haga de ellas un uso prohibido por la ley”. 

Esta última fórmula va a perdurar a través de sucesivos códigos, para transformarse fi-

nalmente, ya avanzado el siglo XX, en la que proporciona el Código de 1942, art. 545, 

que se mantiene en la Reforma de 1982.  
21  DE HEREDIA, Beltrán y ONIS, Pablo: La obligación (concepto, estructura y fuentes). 

Editorial Revista de Derecho Privado-Editoriales de Derecho Reunidas, Madrid, 1989,  

p. 106; SERRANO ALONSO, Eduardo y SERRANO GÓMEZ, Eduardo: Manual de 

Derecho de Obligaciones y Contratos, T. ii, Edisofer, Madrid, 2008, p. 13, no resulta 

exagerado afirmar que el contrato es el motor –junto al derecho de propiedad– de la 

economía de cada país; DOMÍNGUEZ, Guillén: Instituciones fundamentales…, p. 

215. 
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ya el núcleo de la discusión sobre si existe un derecho de propiedad según el 
cual todo hombre tendría derecho a los bienes que precisa para satisfacer sus 
necesidades. El principal conflicto surge a la hora de saber cómo se ha de repar-
tir la escasa, y por tanto valiosa, propiedad existente”22. 

Luego de pasearse por una sintética pero interesante aproximación históri-
ca del derecho de propiedad23, nuestro homenajeado concluye “La importancia 
del concepto de propiedad trasciende ampliamente el campo del derecho, pues 
se transforma en el elemento irreductible del sistema económico que rige en 
una sociedad concreta y en la variable más esencial de su régimen social. Con 
ello aparecen manifiestas sus vinculaciones con el proyecto político que recibe 
acogida en esa sociedad. Son evidentes, por otra parte, sus implicaciones filosó-
ficas y éticas”24. Y en efecto, la doctrina filosófica reconoce que se trata de un 
derecho con soporte en el Derecho natural25. Ciertamente, la propiedad consti-
tuye el derecho patrimonial de mayor proyección que transciende lo jurídico: 
provoca o inspira un sentimiento en su titular que no precisa conocimiento jurí-
dico: desde el niño de corta edad hasta el adulto tiene presente el sentimiento de 
posesión o dominio sobre las cosas que le pertenecen.  

El derecho de propiedad siempre ha sido una pieza clave de nuestra cultura 
y civilización. Es comprensible, por tanto, que se afirme que la propiedad no 
sería sólo un derecho, sino que es “el derecho”, pues nuestro universo jurídico 

 
22  Villegas Moreno, p. 566. 

23  Véase: Ibid., pp. 566-567. 

24  Ibid., p. 567. Véase también sobre el tema: CARRILLO L., Cruz O. y MÁRQUEZ DE 

KRUPIJ, Florencia: Relevancia histórica y actual de la propiedad,  Anuario de la Fa-

cultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la Universidad de Los Andes N° 19, Facul-

tad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Centro de Investigaciones Jurídicas, Mérida, 

1995-1996, pp. 37-82; CORDERO QUINZACARA, Eduardo y ALDUNATE LIZA-

NA, Eduardo: “Evolución jurídica del concepto de propiedad”, Revista de Estudios 

Histórico-Jurídicos, N° 30, Valparaíso, 2008, pp. 345 – 385, https://scielo.conicyt.cl 

/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0716-54552008000100013; Grossi, Paolo: La 

propiedad y las propiedades. Un análisis histórico. Civitas, Madrid, 1992; GROSSI, 

Paolo y LÓPEZ Y LÓPEZ, Ángel M.: Propiedad: otras perspectivas. Fundación Co-

loquio Jurídico Europeo, Madrid, 2013. 

25  Véase: CARRETERO SÁNCHEZ, ob. cit., p. 2, hay una idea del Derecho de Propie-

dad como derivado del Derecho Natural, anterior a la ley, que se limitó a reconocerlo, 

y lo cierto es que tal antecedente puede encontrarse en Las Partidas; BUSTILLOS 

PEÑA, Ángel: El concepto de propiedad privada en el Derecho Constitucional vene-

zolano, Revista de Filosofía, Vol. 11, N° 19, 1994, 81-90; HATTENHAUER, Hans: 

Conceptos Fundamentales del Derecho Civil. Ariel, Barcelona, 1987, p. 112, la labor 

más importante con relación al concepto moderno de propiedad corresponde al Dere-

cho natural. 

javascript:CRUZARD(%22CARRILLO%20L.,%20Cruz%20O.%22)
javascript:CRUZARD(%22MARQUEZ%20DE%20KRUPIJ,%20Florencia%22)
javascript:CRUZARD(%22MARQUEZ%20DE%20KRUPIJ,%20Florencia%22)
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es de imposible explicación sin él26. La propiedad es el paradigma de los dere-
chos reales y por tanto en el que con más marcado énfasis se ponen de mani-
fiesto los atributos de exclusividad, oponibilidad erga omnes, persecutoriedad y 
carácter fundante (en este caso exclusivo de la propiedad) propio de estos dere-
chos27. 

La doctrina discute acerca de la evolución jurídica del concepto de propie-
dad28. La propiedad como institución jurídico-política no aparece sino muy 
tarde en Grecia y Roma, porque en tales sociedades en sus comienzos existía 
una relación íntima entre familia y propiedad29.  En los tiempos modernos, la 
propiedad tenía un contenido diferente a los pueblos primitivos. Posiblemente 
la propiedad privada estaba poco extendida, porque la actividad económica era 
incipiente. La evolución de la propiedad no ha seguido una tendencia unifor-
me30. La propiedad no es por su propia naturaleza la misma en todas las cultu-
ras jurídicas31. En todo caso, como bien afirma nuestro homenajeado: “La idea 
de propiedad que tenga efectiva vigencia en determinado país refleja mejor que 
ninguna otra el sistema de relaciones interhumanas que en él impera”32. 

Durante la modernidad jurídica, cuyo apogeo se produjo en el siglo de las 
grandes codificaciones civilistas, y que en sí misma es el reflejo de la ideología 
dominante del Estado monoclasista, la propiedad era completamente intolerante 
a las funciones. Ahora, sin embargo, en pleno siglo XX y su clima posmoderno, 

 
26  CORDERO QUINZACARA, Eduardo: De la propiedad a las propiedades. La evolu-

ción del concepto liberal de propiedad, Revista de Derecho de la Pontificia Universi-

dad Católica de Valparaíso, N° 31, Chile, 2o Semestre de 2008, pp. 493-525- 

https://scielo.conicyt.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0718-

68512008000200014 “El derecho de propiedad siempre ha sido una pieza clave de 

nuestra cultura y civilización. Es comprensible, por tanto, que se afirme que la propie-

dad no sería sólo un derecho, sino que es “el derecho”, pues nuestro universo jurídico 

es de imposible explicación sin él”. 
27  CABANES ESPINO, Iris: “La propiedad y su adquisición: especial referencia al orde-

namiento jurídico cubano”.  En: El Código Civil Cubano de 1987, veinticinco años 

después. Libro Homenaje al profesor Dr. Tirso A. Clemente Díaz, Coord. Leonardo B. 

Pérez Gallardo, Unión Nacional de Juristas de Cuba, La Habana, Cuba, 2014,  p. 306, 

http://www.lex.uh.cu/sites/default/files/Libro%20H%20al%20Dr.%20Tirso%20A.%2

0CLEMENTE%20D%C3%8DAZ.pdf 

28  CORDERO QUINZACARA y Aldunate Lizana: ob. cit., pp. 345 - 385, https://scielo. 

conicyt.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0716-54552008000100013  

29  BUSTILLOS PEÑA, ob. cit., p. 83. 

30  ADROGUÉ, ob. cit., p. 20. 

31   HATTENHAUER, Hans: Conceptos Fundamentales del Derecho Civil. Ariel, Barce-

lona, 1987, p. 111. 

32   VILLEGAS MORENO, ob. cit., pp. 567 y 568. 
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no solo se enseña que la propiedad tiene funciones, sino que para algunos, es 
ella misma una función. Se trata, este de función, de un término –y de un con-
cepto− que, como se ha expuesto más arriba, nació y se perfeccionó entre y por 
los científicos pertenecientes al ámbito del derecho público, de ahí se incorporó 
al terreno iuscivilista donde arraigó profusamente33. 

En Venezuela el derecho de la propiedad privada también ha existido desde 
los orígenes de la República, sin perjuicio de que han existido otros tipos de 
propiedad como la pública y la de los indígenas. La evolución constitucional 
desde el establecimiento del Estado social y democrático de Derecho en el pri-
mer tercio del siglo XX ha permitido que la propiedad privada haya pasado de 
no tener mayores limitaciones o restricciones en su ejercicio, a constituir un 
derecho sometido a las contribuciones, restricciones y obligaciones que se im-
pongan por razones de utilidad pública o interés general34. 

2.  Facultades 

Una de las innovaciones más llamativas de la Constitución de 1999 es haber-
le dado rango constitucional al reconocimiento de las facultades que contiene (lo 
cual no ocurría con la Constitución de 1961), y ello tiene importantes consecuen-
cias. El reconocimiento constitucional de las facultades del titular como identifi-
cativo del derecho de propiedad, resulta relevante, dado que la esencia del citado 
derecho radica en las posibilidades de actuación de dicho titular, y no en la cir-
cunstancia admitida por la propia Constitución de que pueda ser sometido a limi-

 
33   GROSSI, Paolo: Los bienes: itinerarios entre la “modernidad” y la “posmodernidad. 

En: Grossi, Paolo y Ángel M. López y López: Propiedad: otras perspecti-

vas. Fundación Coloquio Jurídico Europeo, Madrid, 2013, pp. 41-42, Tal y como nos 

indica quien quizá es el más grande cultivador italiano de derecho público del siglo 

XX, Santi Romano, en los “Fragmentos de un diccionario jurídico”, que escribió en 

los últimos años de su vida, función es un poder que no se ejerce en interés propio, o 

no exclusivamente propio, o por un interés objetivo. Si se admite esta acepción, se 

puede aplicar al nuevo propietario la sugerente imagen con la que, muchos años antes, 

el filósofo del derecho italiano Giuseppe Capograssi había descrito el débil Estado no-

vecentesco: “un pobre gigante destronado”. Porque la verdad es que aquel individuo, 

concebido y diseñado como perfectamente auto-referencial, va tirando ahora a duras 

penas, condicionado como está por dos fuerzas cada vez más gigantescas: el bien y la 

colectividad. 

34  HERNANDEZ-MENDIBLE, Víctor Rafael:  Réquien por la libertad de empresa y el 

derecho de propiedad,  Revista de Derecho Público N° 112, octubre-diciembre 2007,  

p. 218, http://www.ulpiano.org.ve/revistas/bases/artic/texto/RDPUB /112/rdpub_2007 

_112_215-225.pdf 

javascript:CRUZARD(%22HERNANDEZ-MENDIBLE,%20V%C3%ADctor%20Manuel%22)
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taciones, dado que esto es predicable de cualquier derecho fundamental, y en el 
caso de la propiedad ello no constituye ninguna novedad35. 

La doctrina en general ha resaltado este importante reconocimiento consti-
tucional36.   

Al efecto indica nuestro homenajeado, en relación con la consagración del 
derecho de propiedad en la Constitución de 1999, respecto a la de 1961, que 
“Se enumeran los atributos del derecho de propiedad (uso, goce, disposición), 
que era materia de rango legal”37. Pero agrega VILLEGAS MORENO a propósito 
del contenido del máximo de los derechos reales consagrado en el artículo 115 
de la Carta Fundamental: “no es sólo un conjunto de facultades suficiente o 
convenientemente delimitadas, sino también una fuente de especiales deberes 
de conducta que recaen sobre el propietario”38. 

 
35  Véase: CASTÁN TOBEÑAS, ob. cit., p. 41, ni siquiera en la época clásica del Dere-

cho romano, “a partir del Siglo I de nuestra Era, cuando el dominio romano ostenta 

como su más destacada cualidad su carácter absoluto, cabía interpretar esta nota en el 

sentido de que el dominio careciera de límites, permitiendo ejercitar sobre la cosa toda 

clase de facultades sin ninguna restricción”, aclarando que “el sentido liberal de los ro-

manos exigía que no sufriera aquél más limitaciones que las precisas e indispensables, 

con la finalidad de que la iniciativa individual pudiera desarrollarse ampliamente”. 

36  Véase: GALLARDO VAUDO, Catherina y SALDARRIAGA LÓPEZ, Néstor: “La 

desnaturalización del derecho de propiedad privada en la jurisprudencia agraria”. En: 

La Propiedad Privada en Venezuela Situación y Perspectivas. Louza Scognamiglio, 

Laura (Coordinadora), Funeda, Caracas, 2016, p. 90, de la consagración constitucional 

de la propiedad en el artículo 115 de la Constitución “se desprende, en primer lugar, 

que a los fines de garantizar una amplia protección a este derecho, se ha querido pro-

teger en el propio texto constitucional los atributos que constituyen el mismo, es decir, 

el uso, goce, disfrute y disposición de los bienes, atributos éstos que resultan inheren-

tes al contenido esencial de este derecho”. 

37  VILLEGAS MORENO, ob. cit., pp. 569 y 570. Véase también: Fernández, Gerardo en 

el epílogo del libro: PEREIRA PIZANI, Isabel y QUIÑONES, Rafael: Por un país de 

propietarios. Cedice Libertad. Caracas, 2016, p. 198, la propiedad, en Venezuela se ha 

regulado, como un derecho limitado, desde 1914 y hasta el vigente artículo 115 de la 

Constitución de 1999, la cual les dio rango constitucional a sus atributos («uso, goce, 

disfrute y disposición»), que pueden ser limitados en atención a la función social –

noción que se introduce en la Constitución de 1947– y el interés público. Véase pre-

viamente: SÁNCHEZ MIRALLES, Samantha: “Breve reseña histórica de la evolución 

del concepto de propiedad y expropiación en Venezuela en la normativa constitucional 

desde 1811 hasta 1961”, Revista de Derecho Público N° 131, 2012, pp. 119-141, 

https://cidep.com.ve/files/papers/ssmrdp131.pdf 

38  VILLEGAS MORENO, ob. cit., pp. 572 y 573, “El reconocimiento de la existencia de 

intereses distintos de los del propietario en la situación de propiedad, impone la exis-

tencia de límites o de limitaciones, a los que directamente alude el artículo 115 de la 
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Se admite que la consagración expresa de las facultades del derecho de 
propiedad como la disposición, el uso y el goce, configura un supuesto de 
“constitucionalización” en sentido estricto. Toda vez que el constituyente in-
corpora expresamente a su texto derechos o instituciones típicas o característi-
cas del Derecho Civil39, como fue el caso de las facultades que conforman el 
derecho de propiedad40. En la génesis del Derecho Civil Constitucional subyace 
la idea de la incidencia de la Constitución en el Derecho Civil41, con un carácter 
fundamental o superior42. La referencia constitucional expresa a las facultades 
del derecho de propiedad, confiere un carácter enteramente imperativo a dichas 
instituciones, que solo podrían ser afectadas por vía de enmienda o de Reforma 
Constitucional. Ello amén, de la constitucionalización en sentido amplio o in-
terpretativa del Derecho Civil Patrimonial, según la cual las instituciones civi-

 
Constitución de 1999. El ejercicio del derecho de propiedad no debe lesionar intereses 

sociales y el ámbito de sus facultades se ve reducido por no poder ejercerse en detri-

mento de los intereses colectivos. A esta óptica, que entiende la función social como 

un límite externo, se contrapone, según Lino Rodríguez-Arias otra dirección doctrinal, 

que a él le parece más acorde con la disciplina surgida del constitucionalismo social, 

que considera la función social como interiorizada en el derecho”. 

39  Véanse todos de  DOMÍNGUEZ GUILLÉN, María C.: Derecho Civil Constitucional 

(La constitucionalización del Derecho Civil), Cidep/EJV, Caracas, 2018; «Notas sobre 

la constitucionalización del Derecho Civil en Venezuela», Jurisprudencia Argentina 

Nº 13, Buenos Aires, 2018, pp. 12-35; «Trascendencia de la Constitución en el Dere-

cho Civil venezolano», Actualidad Jurídica Iberoamericana Nº 10, Idibe, Valen-

cia/España, 2019, pp. 52-91, http://idibe.org ; “La constitucionalización del Derecho 

Civil en el ordenamiento venezolano”, Revista Culturas Jurídicas, Vol. 6, N° 15, Bra-

sil, set/dez. 2019, pp. 93-136, http://culturasjuridicas.uff.br/index.php/rcj/article/ view/ 

928; Primacía de la Constitución y Constitucionalización del Derecho Civil. En: Prin-

cipios Fundamentales del Derecho Público, Desafíos actuales. Libro conmemorativo 

de los 20 años de la publicación de la Constitución de 1999. Allan R. Brewer-Carías y 

José Araujo-Juárez (Coords.), Editorial Jurídica Venezolana Internacional, Panamá, 

2020, pp. 429-446. 

40  Véase: DOMÍNGUEZ GUILLÉN, Derecho Civil Constitucional…, pp. 134 y 135. 

41  ARCE Y FLÓREZ-VALDÉS, Joaquín: El Derecho Civil Constitucional, Civitas, 

Madrid, 1986, reimp. 1991, p. 13. Véase sobre la constitucionalización del Derecho 

Administrativo: HERNÁNDEZ MENDIBLE, Víctor Rafael: “Prólogo” en: Domín-

guez Guillén, Derecho Civil Constitucional…, pp. 9-22. 

42  Véase: GRANJA ZURITA, Diego Francisco y PAREDES LÓPEZ, Julio Alfredo: 

Acercamiento a la constitucionalización del Derecho Privado. Universidad y Sociedad 

Vol. 12 N° 3, Revista Científica de la Universidad de Cienfuegos, mayo-junio 2020, 

pp. 376-384. 
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les han de ser interpretadas bajo el prisma de la Carta fundamental y de la que 
no escapa el Derecho de Bienes y en particular el Derecho de propiedad43. 

3.  Función social 

La función social de la propiedad en general es de vieja data44: ya se encon-
traba en la previa Constitución de 196145. En la Constitución de 1999 desapare-

 
43  Véase: Ibid., p. 379, “La Corte Constitucional puede revisar el apego constitucional de 

los fallos casacionales ejecutoriados en procesos de vía ordinaria civil, en torno al do-

minio, posesión o tenencia de algún inmueble o de algún derecho real de uso, usufruc-

to, habitación, servidumbre o anticresis, o los de vía ordinaria administrativa en los 

que se discuta el precio expropiatorio de un bien, cuando de la resolución judicial no 

se ha obtenido una respuesta favorable para hacer frente a la vulneración del derecho; 

o cuando se trata de sentencias definitivas consecuentes de un procedimiento ordinario 

no constitucional (el resultante de deducir la acción de protección) en las que se ha 

vulnerado derechos constitucionalmente reconocidos -el derecho a la propiedad”. 
44  Véase: BERNAD MAINAR, Rafael: A propósito de una pretendida función social de 

la propiedad en el derecho romano: Una visión actual bajo el prisma del análisis eco-

nómico del derecho, AED, RIDROM: Revista Internacional de Derecho Romano Nº 

23, 2019, pp. 46-150. 
45  Véase: OCHOA GÓMEZ, ob. cit., p. 318 (nota al pie), En ocasión de las discusiones 

en la Cámara de Diputados de la reforma del Código Civil de 1942 en la sesión de fe-

cha 3 de julio de 1942, los Diputados Alfonso Espinosa y Rafael Caldera, aluden a la 

función social de la propiedad al establecerse en el artículo del Código Civil que defi-

ne la propiedad el que ésta pueda ser sometida a «obligaciones establecidas por la 

Ley». La Constitución Nacional de 1961, reconociendo que la propiedad tiene una 

función social, disponía que «estará sometida a las contribuciones, restricciones, y 

obligaciones que establezca la ley con fines de utilidad pública o de interés general». 

La Constitución Nacional eliminó el carácter de la «función social» de la propiedad, es 

decir, su capacidad de acción por lo social, dejándole un carácter propenso al indivi-

dualismo; Sánchez Miralles, ob. cit., pp. 139 y 140, en el artículo 99 de la Constitu-

ción de 1961, se refuerza la función social de la propiedad. Artículo 99. “Se garantiza 

el derecho de propiedad. En virtud de su función social la propiedad estará sometida a 

las contribuciones y obligaciones que establezca la ley con fines de utilidad pública o 

de interés general”; DELGADO RIVAS, Fernando Javier: Breves consideraciones so-

bre la noción de función social y su utilización para justificar la vulneración del dere-

cho de propiedad privada a través de normas de Derecho Público,  Anuario de la Es-

pecialización en Derecho Administrativo de la UCV, CIDEP, Caracas, 2016, pp. 91, 

http://www.ulpiano.org.ve/revistas/bases/artic/texto/ANUARIODAUCV/2016/DAUC

V_2016_89-98.pdf , Todas nuestras Constituciones, desde la primera promulgada en 

1811, ha establecido el derecho de propiedad expresamente, dándole de este modo el 

rango normativo de mayor jerarquía y en consecuencia otorgándole al mismo tiempo 

categoría de derecho fundamental. No es sino hasta la constitución de 1947, que la no-

ción de “función social” es agregada a la institución de la propiedad privada. Véase 
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ció la expresa referencia a la función social social de la propiedad. Ello propi-
ció la duda de la doctrina sobre si dicha función había quedado atrás46. Pero 
atinadamente VILLEGAS MORENO aclaró que el cambio de redacción en modo 
alguno suprimía tan importante función, reconocida desde antaño en nuestro y 

 
también indicando que la referencia a la propiedad se consagró desde la Constitución 

de 1811, art. 155: RIEBER DE BENTATA, Judith: La propiedad en Venezuela a par-

tir de 1999. Especial referencia a la propiedad agraria, Anuario de Derecho Público 

N° 1,  Centro de Estudios de Derecho Público de la Universidad Monteávila, Caracas, 

2007,  p. 112, http://www.ulpiano.org.ve/revistas/bases/artic/texto/ADPUB-MONTE 

AVILA/1/ADPUB_2007_1_107-134.pdf; NOVOA MONREAL, ob. cit., p. 108, Un 

último paso se da en las constituciones siguientes, de 1947, 1953 y la de 1961, al asig-

narle al derecho de propiedad una “función social” enteramente antagónica a la idea 

antigua de un derecho absoluto. Es esta función social la que aparece como fundamen-

to de las nuevas restricciones y obligaciones que se imponen al propietario y que lle-

gan hasta la pérdida, sin indemnización alguna, de ciertos bienes de propiedad de con-

cesionarios de minas, comprendidos los yacimientos de hidrocarburos, en beneficio de 

la Nación, al extinguirse la concesión por cualquier causa; RODRÍGUEZ, Ninos-

ka: Patrimonio Cultural. Aspectos jurídicos sobre su naturaleza y regulación. Univer-

sidad Católica Andrés Bello, abediciones, Caracas, 2020, p. 32, desde la etapa de 1811 

a 1914 se aprecia en los textos plenitud del derecho de propiedad. A partir de tal fecha 

queda restringida por las limitaciones al derecho de propiedad. 
46  Véase: RAFFALLI A., Juan M.: “La afectación del derecho de propiedad mediante 

Decretos-Leyes dictados en ejercicio de Leyes Habilitantes”. En: Estudios de Derecho 

Civil: Libro Homenaje a José Luis Aguilar Gorrondona, Fernando Parra Aranguren 

(Editor), TSJ, Caracas, 2002, pp. 317-319 y 322; BADELL MADRID, Rafael: “Limi-

taciones legales al derecho de propiedad”. En: Temas de Derecho Administrativo. Li-

bro Homenaje a Gonzalo Pérez Luciani. Colección Libros Homenaje N° 7, Fernando 

Parra Aranguren (Editor), TSJ, Caracas, 2002, Vol. I, p. 96; FERNÁNDEZ, Gerardo 

en el epílogo del libro: Pereira Pizani, Isabel y Rafael Quiñones: Por un País de Pro-

pietarios. Centro de Divulgación del Conocimiento Económico A. C. “CEDICE Liber-

tad”, Caracas, 2016, p. 198; FARÍA VILLARREAL, Innes: “Las limitaciones admi-

nistrativas a la propiedad privada en la Ley de Tierras y Desarrollo Agrario”. En: Te-

mas de Derecho Administrativo. Libro Homenaje a Gonzalo Pérez Luciani. Colección 

Libros Homenaje N° 7. Fernando Parra Aranguren (Editor), TSJ, Caracas, 2002, Vol. 

I, p. 673; BAUMEISTER TOLEDO, Alberto: “Consideraciones sobre el derecho de 

propiedad a la luz de algunas instituciones del derecho agrario venezolano”. En: Stu-

dia Iuris Civilis. Libro Homenaje a Gert F. Kummerow Aigster. Colección Libros 

Homenaje Nº 16.  Fernando Parra Aranguren (Editor),  TSJ, Caracas, 2004, pp. 73-74, 

se ubica entre quienes identifican la utilidad pública y el interés general con el concep-

to de función social;  GARCÍA SOTO, ob. cit., pp. 157-158; GARCÍA DE FLEURY, 

María: La Doctrina Social de la Iglesia en el Tercer Milenio. Organización Gráficas 

Capriles, 4ª edic., Caracas, 2016, pp. 285-286; MORLES, Alfredo y otros: Rafael Cal-

dera, Jurista Integral. EJV, Caracas, 2017, pp. 36-37; CALDERA, Rafael: Apuntes de 

Sociología Jurídica. Maracaibo, juris/mar, 1985, pp. 180-183; PEÑA SOLÍS, ob. cit., 

pp. 243-245. 
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otros ordenamientos: “Pero de cualquier forma creemos que subyace en la nor-
ma constitucional la cláusula de la función social de la propiedad»47. Y tal crite-
rio hemos adherido48 porque no siempre la supresión expresa de una frase cam-
bia el sentido de las instituciones. 

Afirma nuestro homenajeado: “La función social de la propiedad, aún 
siendo un tópico jurídico de muy diversas interpretaciones, implica la incorpo-
ración de la perspectiva del deber al derecho subjetivo, deber que modula su 
ejercicio, que a su vez debe orientarse a la búsqueda de un logro social, que al 
mismo tiempo preserve el ámbito de poder del titular. Esta función social de la 
propiedad presupone la identificación de los fines de interés general que, sin 
perjuicio de la utilidad individual del titular del derecho, están llamados a satis-
facer a los bienes objeto de dominio privado. Creemos que las Constituciones 
modernas han seguido, en relación a la cláusula de la función social de la pro-
piedad, la fórmula contenida en la Ley Fundamental de la República Federal de 
Alemania de 1949, artículo 14, apartado 2, que dice: «La propiedad obliga, y su 
uso debe servir al mismo tiempo al bienestar general». La idea de la función 
social de la propiedad procede de la doctrina social de la Iglesia católica y se 
encuentra muy emparentada con los movimientos doctrinales tendentes a poner 
límite a la tradicional absolutividad del derecho de dominio. La visión feroz-
mente individualista e insolidaria del derecho de propiedad comenzó a quebrar, 
por lo menos en alguna medida, como consecuencia de esta doctrina social 
católica”49. 

Agrega que: “Por diferentes vías, se había llegado a este punto. Una de 
ellas, de necesario recordatorio, es la idea del abuso del derecho, que surgió 
precisamente para poner coto a los actos del propietario, caracterizables como 
actos de emulación, esto es, actos realizados con el fin de perjudicar a otro y sin 
propia utilidad, así como para poner coto a los posibles actos de contenido anti-
social”50. Señala atinadamente: “El reconocimiento de la existencia de intereses 
distintos de los del propietario en la situación de propiedad, impone la existen-
cia de límites o de limitaciones, a los que directamente alude el artículo 115 de 
la Constitución de 1999. El ejercicio del derecho de propiedad no debe lesionar 
intereses sociales y el ámbito de sus facultades se ve reducido por no poder 
ejercerse en detrimento de los intereses colectivos51. 

 
47  VILLEGAS MORENO, ob. cit., p. 571, agrega “tan manida y distorsionada”. 

48  Véase: DOMÍNGUEZ GUILLÉN, Derecho Civil Constitucional…, pp. 134 y 135, con 

inclusión de nota 563, que cita a nuestro homenajeado; PÉREZ FERNÁNDEZ y DO-

MÍNGUEZ GUILLÉN, El derecho de propiedad: breves notas para su sistematiza-

ción”, Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia, Caracas, (en prensa). 

49  VILLEGAS MORENO, ob. cit., p. 571. 

50  Ibid., pp. 571 y 572. 

51  Ibid., p. 572. 
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Expresa VILLEGAS MORENO: La función social del derecho y de los bienes 
sobre que recae, es el criterio delimitador del contenido de la situación jurídica 
de propiedad y el criterio de surgimiento de los deberes legales del propietario. 
Es por ello, puede decirse, la clave de la configuración legal o el principio or-
denador de las intervenciones legales. La aplicación en concreto de este princi-
pio ordenador puede llevar a un planteamiento público del goce de los bienes 
en propiedad, que, realizado con carácter general y sin la imposición de sacrifi-
cios especiales, parece conforme con los dictados de la Constitución. Se en-
cuentra en esta línea, sobre todo, la limitación que pueda imponerse al goce de 
la propiedad en atención al destino económico asignable a los bienes. En el 
sistema absolutista de la propiedad, propio de la tradición liberal, determinar el 
destino económico del bien era obra de la individual acción del propietario52.  
De allí que se admita a pesar de los posibles excesos en que pueda incurrir el 
Estado, la función social de la propiedad53. 

Por su parte, la jurisprudencia de la Sala Constitucional54 y de la Sala Polí-
tico Administrativa55, han considerado acertadamente en el mismo sentido que 
la referida “función social” se encuentra implícita en las nociones de utilidad 
pública e interés social. En torno a la naturaleza jurídica de la función social de 

 
52  Ibid., p. 573. 

53  Véase: DUQUE CORREDOR, Román José: “La Reforma Constitucional y la desnatu-

ralización del derecho de propiedad y su transformación en una simple relación de he-

cho permitida por el Estado”, Revista de Derecho Público N° 112, 2007. p. 241, 

http://www.ulpiano.org.ve/revistas/bases/artic/texto/RDPUB/112/rdpub_2007_112_24

1-248.pdf  no puede negarse ni su carácter individual y familiar, ni su carácter social. 

Finalmente, la propiedad tiene un sentido personalista porque es una manifestación o 

expresión plena de la persona humana y del su ejercicio de su libertad en el área eco-

nómica, social, cultural y política. Y tiene un sentido social, porque mira también a los 

intereses de la sociedad, por lo que igualmente a la propiedad le es ínsita una función 

social que corrige su ejercicio pero que no la elimina como derecho. De tal modo que 

por esa función social, mediante las garantías del debido proceso y el pago de una jus-

ta y oportuna indemnización, más la reserva legal de la utilidad pública, el Estado 

puede, entre otros supuestos, expropiar bienes inutilizados e imprescindibles cuando el 

beneficio colectivo justifica el sacrificio del interés particular de los propietarios indi-

viduales. Véase también: PERLINGIERI, Pietro: “Por un derecho civil constitucional 

español”, Anuario de Derecho Civil, Vol. 36, Nº 1, 1983, p. 4, en la Constitución es-

pañola no hay un reconocimiento de la propiedad en cuanto tal, sino de la propiedad 

privada en cuanto tiene función social. 

54  Véase entre otras, todas de: TSJ/SConst., Números 1178 de 13-8-09, 881 de 26-6-12, 

403 de 24-2-06, 1267 del 27-10-00, 2855 de 20-11-12, 462 de 6-4-01, 1092 de 13-7-

11,  952 de 9-8-00. 

55  Números 126 de 13-2-01, 4517 de 22-6-05 y 1523 de 28-10-09. 
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la propiedad56, la Sala Constitucional asumió posición con la evidente intención 
de reforzarla, al calificarla como “un principio general del Derecho y una fór-
mula técnica del ámbito jurídico. Se trata de lo que se ha llamado un ‘principio 
político’, un principio organizador de la comunidad social que se inserta en el 
orden público económico para justificar el contenido y ejercicio de la propie-
dad”57. 

Otra visión diferente, aunque minoritaria, es sostenida por OCHOA GÓMEZ, 
para quien la Constitución de 1999 “eliminó el carácter de la ´función social´ de 
la propiedad, es decir, su capacidad de acción por lo social, dejándole un carác-
ter propenso al individualismo”58. En sentido semejante se pronuncian HER-

NÁNDEZ59, RONDÓN60, CÁNOVA61 y LOUZA62. Ello sin perjuicio, de que poste-

 
56  Véase: GARCÍA SOTO, ob. cit., pp. 150-152, la naturaleza jurídica del concepto 

“función social de la propiedad” ha sido objeto de amplia discusión y al respecto se 

han formulado diversas posturas: a) El concepto de función social como título habili-

tante o cláusula general y la negación de su carácter de concepto jurídico indetermina-

do, b) El concepto de función social como concepto jurídico indeterminado, c) El con-

cepto de función social como un principio general del Derecho, y, d) La prevalencia de 

los intereses públicos sobre los privados en el derecho de propiedad. 

57  TSJ/SConst., Sent. 1178 de 13-8-09. 

58  OCHOA GÓMEZ, Oscar E. Bienes y Derechos Reales Derecho Civil II. UCAB, Cara-

cas, 2008, p. 318 (nota al pié). 

59  HERNÁNDEZ, José Ignacio: “Repensando La Expropiación Pública en el Derecho 

Venezolano. A propósito de la deconstrucción jurídica de la propiedad privada”. En: 

La Propiedad Privada en Venezuela. Situación y Perspectivas. Louza Scognamiglio, 

Laura (Coordinadora), Funeda, Caracas, 2016, pp. 31, 159 y nota al pie número 50 de 

la página 17; HERNÁNDEZ, José Ignacio: La Expropiación en el Derecho Adminis-

trativo Venezolano. UCAB, Caracas, 2014, pp. 33 y 36; HERNÁNDEZ, José Ignacio: 

Administración Pública, Desarrollo y Libertad en Venezuela. Algunas ideas en torno 

a la reforma administrativa en Venezuela. Funeda, Caracas, 2012, p. 188. Véase tam-

bién: Guerrero, Eugenio A., y Luis Alfonso Herrera Orellana: La Cultura Política del 

Fracaso: Estatismo, socialdemocracia y los orígenes de la hecatombe republicana en 

Venezuela. Editorial Galipán, Caracas, 2018, p. 318, “el Tribunal Supremo, pero tam-

bién la doctrina jurídica venezolana, en su mayoría socialdemócrata y social cristiana 

en ideas políticas, afirman que la ´función social´ de la propiedad privada debe mante-

nerse, aunque no se mencione en la Constitución de 1999” y esto “añade una vía más 

para que, de facto y pseudoconstitucionalmente, el chavismo haya hecho de la propie-

dad privada un instrumento de su proyecto autoritario”.  

60  RONDÓN GARCÍA, Propiedad privada…, pp. 184 y 224. Véase tesis dominante en 

la doctrina y en la jurisprudencia (Ibid., pp. 156-158). 

61  CÁNOVA GONZÁLEZ, ob. cit., p. 67. 

62  LOUZA SCOGNAMIGLIO, Laura: “La Pretendida Función Socialista de la Propie-

dad Privada en Venezuela”. En: XVII Jornadas Centenarias del Colegio de Abogados 
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riormente se volviera sobre el mismo tópico63, pues la temática de la función 
social de la propiedad es recurrente en la doctrina de Derecho Público64.  

Decían los MAZEAUD que, si bien “el derecho de propiedad debe ser indi-
vidual, su ejercicio debe ser social. Es decir, el propietario debe tener en cuenta 
el interés de los demás”. El legislador puede compeler a ello si se olvida65. El 
derecho de propiedad concede a su titular los poderes más amplios. Pero el 
interés social ha obligado al Legislador ha asestar algunos golpes muy serios 
contra esos poderes66. Algunos de tales vienen dados por las limitaciones que 
veremos de seguidas.  

4.  Limitaciones 

La temática de las limitaciones al derecho de propiedad es harto conocida y 
debatida, pues efectivamente no se trata de un derecho absoluto67. Nuestro ho-
menajeado lo ha referido con tino expresamente: “En la mayoría de las Consti-
tuciones modernas es fácil encontrar reconocida la necesidad de límites en el 

 
del Estado Carabobo Constitución, Derecho Administrativo y Proceso: Vigencia Re-

forma e Innovación. Funeda, Caracas, 2014, pp. 577, 578 y 585. 

63  Véase sobre el Proyecto de Reforma de Constitución de 2007 que incluía referencia a 

la propiedad social, colectiva, mixta y privada: GARCÍA SOTO, Carlos: “Notas sobre 

el derecho de propiedad en el proyecto de Reforma de Constitución de 1999”, Anuario 

de Derecho Público N° 1, Centro de Estudios de Derecho Público de la Universidad 

Monteávila, Caracas, 2007, pp. 78-81http://www.ulpiano.org.ve/revistas/ bases/ artic 

/texto/ADPUB-MONTEAVILA/1/ADPUB_2007_1_77-82.pdf: . Véase también: Ojer, 

Uxúa La propiedad en la propuesta de cambio constitucional, En: Revista de Derecho 

Público N° 112, octubre-diciembre 2007, pp. 257-260. 

64  Véase:  DELGADO RIVAS, ob. cit., pp. 89-98.  

65  MAZEAUD, Henri y otros (Léon y Jean): Lecciones de Derecho Civil. Ediciones 

Jurídicas Europa-América, Buenos Aires, 1978, Trad. Luis Alcalá-Zamora y Castillo, 

Parte Segunda, Vol. IV, p. 22. 

66  Ibid., p. 53. 

67  Véase: CARRETERO SÁNCHEZ, ob. cit., p. 44, la nota de absoluto no puede enten-

derse en el sentido de que puede oponerse a que el dominio tenga limitaciones impues-

tas por el interés general. Para algunos autores este carácter es pretendido, pero no es 

real, pues la propiedad, no obstante ser el derecho más pleno que puede ostentar el 

hombre sobre las cosas, nunca ha sido ni será históricamente un derecho absoluto ni 

ilimitado, sino que ha estado “delimitado” por el ordenamiento jurídico; TSJ/SPA, 

Sent. N° 1201 de 6-8-09, la propiedad no es un derecho absoluto por lo que “Supo-

niendo que el demandante fuese el propietario (…) el derecho a la propie-

dad (…) puede ser legalmente limitado, y que aun cuando se encuentre protegido por 

el Texto Fundamental, ello no significa su trascendencia por sobre el interés general” 

(Ver sentencia de esta Sala Nº 01641 28 junio 2006). 

javascript:CRUZARD(%22DELGADO%20RIVAS,%20Fernando%20Javier%22)
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derecho de propiedad. Así en la Constitución de 1961, artículo 99, se reconocía 
la función social del derecho de propiedad expresamente, pero con la frialdad 
que progresivamente ha ido adquiriendo este concepto en el ámbito jurídico: 
«...en virtud de su función social la propiedad estará sometida...». La mayoría 
de las Constituciones latinoamericanas tienen un contenido similar en cuanto a 
este sometimiento de la propiedad a esa función social. Actualmente el recono-
cimiento de este carácter ha perdido el sentido reivindicador que pudo tener en 
sus inicios”68.  

Agrega que “El artículo 115 de la Constitución de 1999 con referencia a la 
propiedad privada dice que la misma estará sometida a las contribuciones, res-
tricciones y obligaciones que determine la ley «con fines de utilidad pública o 
de interés general». A diferencia de la Constitución de 1961 que utilizaba la 
terminología «función social de la propiedad», encontramos que el Constitu-
yente acude a dos conceptos jurídicos indeterminados para establecer las limi-
taciones a la propiedad privada: utilidad pública e interés general”69. 

Advierte la Sala Político Administrativo del Máximo Tribunal que el dere-
cho a la propiedad, tanto a la luz del Texto Constitucional de 1961 como del 
vigente, constituye uno de aquellos derechos que se entienden como no absolu-
tos, pues se encuentra sometido a las contribuciones, restricciones y obligacio-
nes establecidas en la Ley, por causas de utilidad pública o social. Así pues, 
que tales restricciones o limitaciones legales a la propiedad no generan per se 
una violación a tal derecho, dado que el propio Texto Constitucional, conscien-
te de la función social de la propiedad, permite que legalmente tal derecho se 
vea limitado70. Se afirma que siempre ha de existir un interés social para relati-
vizar un derecho, pero ha de ser de una entidad suficiente que justifique la deci-

 
68  VILLEGAS MORENO, ob. cit., p. 570. 

69  Ibid., p. 571. 

70  TSJ/SPA, Sent. N° 126 de 13-2-01; TSJ/SPA N° 4517 de 22-6-05, Advierte la Sala 

que el derecho a la propiedad, a la luz del Texto Constitucional vigente, constituye uno 

de aquellos derechos que se entienden como no absolutos, pues se encuentra sometido 

a las contribuciones, restricciones y obligaciones establecidas en la Ley, por causas de 

utilidad pública o social. Así pues, que tales restricciones o limitaciones legales a la 

propiedad no generan per se una violación a tal derecho, dado que el propio Texto 

Constitucional, consciente de la función social de la propiedad, permite que legalmen-

te tal derecho se vea limitado; TSJ/SPA Sent. N° 1523 de 28-10-09, nuestra Carta 

Fundamental está inmersa en un nuevo concepto social de la propiedad que enfatiza la 

decisión del soberano de constituirse en un Estado Democrático y Social de Derecho y 

de Justicia, en el cual la tierra está al servicio de toda la población, dentro de los valo-

res de solidaridad e igualdad de oportunidades. Así lo ha señalado la Sala Constitucio-

nal de este Máximo Tribunal, en su sentencia N° 1178 de 13-8-09 (Caso: Alfredo Tra-

vieso Passios). 
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sión71. La función social de la propiedad no ha dejado de ser criticada por ser 
un concepto jurídico indeterminado que puede en la práctica limitar el derecho 
en estudio72, así como sucede con el “interés social”73. 

De allí que, como ocurre con cualquier derecho constitucional, resulta in-
discutible la existencia de límites a la actividad del legislador, cuando dicta 
regulaciones en materia de un derecho fundamental como lo es la propiedad, y 
para determinar su núcleo inviolable es necesario “identificar los aspectos 
esenciales que permiten reconocer la subsistencia de una institución que merez-
ca el nombre de propiedad, cuya posición jurídica medular ha sido vinculada 
con la posibilidad de aprovechamiento privado y las facultades de disposición 
del titular”74. El núcleo o contenido esencial del derecho es intangible, solamen-
te pueden establecerse limitaciones que no desnaturalicen o vacíen de conteni-
do el derecho hasta el punto de hacerlo irreconocible.  

En Venezuela la doctrina, incluyendo a nuestro homenajeado, ha aceptado 
que el derecho de propiedad tiene una vertiente subjetiva y otra objetiva, al 
igual que se admite para el resto de los derechos constitucionales75. Cuando 

 
71  Véase: PERRONE, Artículo 21, ob. cit., p. 362, según lo ha indicado la CIDH a pro-

pósito del derecho de propiedad.  

72  Véase: RAMÍREZ RAMOS, Francisco: La Ley de Tierras Urbanas y el derecho de 

propiedad, Anuario de la Especialización en Derecho Administrativo de la UCV, CI-

DEP, Caracas, 2016, p. 101, http://www.ulpiano.org.ve/revistas/bases/artic/texto 

/ANUARIODAUCV/2016/DAUCV_2016_99-107.pdf “El problema surge de la inde-

terminación del concepto de función social. Así, según lo juzgue el legislador de turno, 

el derecho de propiedad individual deberá ceder atributos a favor de la sociedad, por 

causa de utilidad pública o interés social, para lograr armonizar ese interés social con 

el interés individual del propietario”. 

73  Véase: MERINO ACUÑA, Roger Arturo: La tutela constitucional de la autonomía 

contractual. El contrato entre poder público y poder privado, El Derecho Civil patri-

monial en la Constitución, T. C. Guía 2, Gaceta Jurídica, Perú, 2009, p. 100, No hay 

duda de que los términos “interés social”, “interés general”, “interés público”, “interés 

ético”, etc., son ambiguos y peligrosos; en nombre del interés social se han realizado 

muchas injusticias, por ello el análisis de sus límites debe ser muy cuidadoso. 

74  CASAL, Jesús María: Estudio Preliminar: El papel del legislador y de los jueces en el 

ámbito de los derechos fundamentales. En: Interpretación Evolutiva de la Constitución 

y Teorías de la Interpretación Constitucional. Márquez Luzardo, Carmen M. (coord.), 

UCAB, Caracas, 2014, p. 21.  Véase: Peña Solís, ob. cit., pp. 246-248, “el legislador 

no puede suprimir los atributos de la propiedad, pero sí está facultado para limitarlos”; 

GARCÍA SOTO, La garantía del contenido… ob. cit., p. 260; CÁNOVA GONZÁ-

LEZ, ob. cit., pp. 46 y 54; HERNÁNDEZ, La Expropiación…, ob. cit., p. 49.  

75  VILLEGAS MORENO, ob. cit., p. 570; GARCÍA SOTO, Carlos: Notas sobre la Do-

ble Valencia del Derecho de Propiedad. Comentarios a la Sentencia del TSJ-SC de 24 

de Febrero de 2006, caso Municipio Baruta del Estado Miranda. En: Temas de Dere-
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cumplen su función de garantía de la libertad individual, se traducen en la exis-
tencia de límites a las limitaciones que se le pueden imponer a un derecho cons-
titucional mediante la actividad legislativa, pero además de ello, el Legislador 
debe protegerlo y ampliar, en la medida de lo posible, la factibilidad de su dis-
frute76.  

El citado artículo 115 constitucional admite la posibilidad de expropia-
ción77. Al efecto nos comenta VILLEGAS MORENO: “La Constitución de 1999 
recoge la doctrina que determina dos aspectos fundamentales de la institución 
expropiatoria. Por un lado, se puede distinguir una potestad expropiatoria, y por 
otro una garantía patrimonial. La primera es una potestad administrativa carac-
terística de la clase de las potestades innovativas, dotada de una especial ener-
gía y gravedad, la de sacrificar situaciones patrimoniales privadas. La garantía 
del particular, que, como es común en todas las instituciones de Derecho Ad-
ministrativo, balancea y contrapesa esa potestad de la Administración, hace 
valer los límites y condiciones de tal potestad y reduce esa potestad a su efecto 
mínimo de desapoderamiento específico del objeto expropiado, pero sin que 
implique el empeoramiento patrimonial de su valor, que ha de restablecerse con 
la indemnización expropiatoria78. La garantía constitucional del artículo 115 es 
la existencia de la causa de utilidad pública o de interés social y la indemniza-
ción correspondiente. Que esta indemnización sea justa y el pago de la misma 

 
cho Constitucional y Administrativo: Libro Homenaje a Josefina Calcaño de Temeltas. 

Funeda, Caracas, 2010, pp. 213-235; Hernández G., José Ignacio: Reflexiones sobre la 

reforma de la Constitución Económica. En: Temas Constitucionales. Planteamientos 

ante una Reforma. Funeda, Caracas, 2007, p. 158. 

76  Véase: RONDÓN GARCÍA,  Propiedad privada…, ob. cit., pp. 133-134, “de la ley 

como garantía de la propiedad privada, en tanto condición para la libertad individual, 

la explicó Frédéric Bastiat en una de sus conocidas obras, La Ley (…) Esa idea de le-

gítima defensa, más allá de la connotación beligerante que pueda tener, refleja con 

precisión lo que la ley, en un Estado de Derecho, debe asegurar para que la propiedad 

privada y con ella libertad individual no sean desconocidas por la autoridad o el resto 

de la sociedad”. 

77  Véase referencia a bibliografía de la expropiación en nuestro trabajo: Notas acerca de 

los modos de perder la propiedad en el Derecho Venezolano, ob. cit., p. 153, nota 91, 

www.rvlj.com.ve. Véase también: HERNÁNDEZ MENDIBLE, Víctor Rafael: “La 

expropiación en Venezuela. Marco constitucional, legal y jurisprudencial”, (Eds. Ju-

lián Pimiento Echeverri y Héctor Santaella Quintero), La expropiación forzosa en 

América y Europa, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2017, pp. 527-582; 

Sánchez Miralles, ob. cit., pp. 119-141; GHAZZAOUI PIÑA, Ramsis: La Garantía 

Constitucional de la Expropiación y el Derecho de Propiedad en Venezuela y España, 

Universidad Carlos III de Madrid, presentada en cumplimiento parcial de los requisi-

tos para el grado de Doctor en Derecho, Madrid, febrero de 2019, Dr. Luciano Parejo 

Alfonso (direct), https://e-archivo.uc3m.es/handle/10016/28597  

78  VILLEGAS MORENO, ob. cit., p. 579.  
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oportuno, refuerzan la garantía aquí establecida. También la necesidad de un 
proceso judicial para la procedencia de la expropiación constituye una tutela 
efectiva para el expropiado”79. La doctrina igualmente se ha referido a la ex-
propiación indirecta en aquellos casos en que las limitaciones prácticas a la 
propiedad terminan mermando el contenido esencial de la misma80.  De tal 
suerte, que la expropiación –aunque referida por el citado artículo 115 constitu-
cional− constituye una excepción al más pleno de los derechos reales, que debe 
acontecer bajo el marco de las debidas garantías, so pena de desnaturalizar el 
derecho en estudio, al que especial atención otorgó nuestro homenajeado. 

 A MANERA DE CONCLUSIÓN 

El régimen de la propiedad y de los bienes en general, ha alcanzado cam-
bios vertiginosos81. La propiedad en el ámbito constitucional no fue la excep-
ción en el texto de 1999. VILLEGAS MORENO hizo un excelente pero sencillo 
análisis del derecho patrimonial por antonomasia en la Constitución actual, 
señalando en relación con la consagración del derecho de propiedad en la Cons-
titución de 1999, que se enumeran los atributos del derecho de propiedad (uso, 
goce, disposición), lo que antes era materia de rango legal, tratándose de un 
cambio que, como lo destaca en su trabajo, tiene implicaciones muy importan-
tes. En cuanto a la expropiación, se exige que el pago de la justa indemnización 
sea oportuno. Pero, de cualquier forma, subyace en la norma constitucional, la 

 
79  Ibid., p. 580.  Agrega: “la garantía respecto a la confiscación como medida restrictiva 

de la propiedad por razones de orden público que implica su transferencia forzosa al 

Estado, sin indemnización alguna. Así, la Constitución de 1999 formula la garantía 

general prevista en el artículo 116, de que «...no se decretarán ni ejecutarán confisca-

ciones sino en los casos permitidos por esta Constitución...». Pero se establecen tres 

excepciones a dicha prohibición; es decir, podrán ser objeto de confiscación: —Los 

bienes de personas responsables de delitos cometidos contra el patrimonio público. —

Los bienes de quienes se hayan enriquecido ilícitamente al amparo del Poder Público. 

—Los bienes provenientes de las actividades comerciales, financieras o cualesquiera 

otras vinculadas al tráfico ilícito de sustancias psicotrópicas y estupefacientes”.  Véase 

también: HERNÁNDEZ MENDIBLE,  “La expropiación”, ob. cit., p. 582, concluye el 

autor: “Establecidas en la Constitución y la Ley las competencias, condiciones y for-

malidades para la realización de una expropiación con sujeción al ordenamiento jurí-

dico, cualquier otra actuación de los órganos que ejercen el Poder Público que no se 

encuentre ajustada a ellas, puede ser catalogada como otra figura jurídica –comiso, 

confiscación, vía de hecho-, pero en ningún caso puede ser considerada como una ex-

propiación ajustada al Estado de Derecho reconocido en la Constitución”. 

80  Véase: BRICEÑO PÉREZ, Luis David: “Breves notas sobre la expropiación indirec-

ta”, en: Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia N°16 edición homenaje a 

Jesús Caballero Ortiz, 2021, www.rvlj.com.ve (en prensa). 

81  Adrogué, ob. cit., p. 16. 
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cláusula de la función social de la propiedad82. De tales consideraciones nos 
hicimos participes, no por su merecida condición de homenajeado, sino porque 
así lo hemos hecho previamente83.   

VILLEGAS MORENO arribó además a otras interesantes conclusiones que si-
guen encontrando plena vigencia84. Resulta sencillo así adherirse a la doctrina 
calificada que nos ha facilitado el camino para el estudio de la institución más 
relevante del Derecho de Bienes. Enhorabuena por nuestro homenajeado. Fe-
lizmente calificado como un profesor titular “novel maestro” de indudable “so-
lidez académica”85. 

 
82  Véase: VILLEGAS MORENO, ob. cit., pp. 569-573. 

83  Véanse nuestros trabajos: “Aspectos generales de los modos de adquirir la propie-

dad…”, ob. cit., pp. 75 y 76, nota 16; “El derecho de propiedad” Véase también: Do-

mínguez G., Derecho Civil Constitucional…, p. 135, nota 563.    

84  Véase: ADROGUÉ, ob. cit., p. 16. Véase: VILLEGAS MORENO, ob. cit., p. 581, “ 

— El reto de dar el salto del derecho de propiedad al derecho a la propiedad. Es im-

prescindible la intervención legislativa del Estado para articular los deberes de los 

propietarios y para posibilitar el acceso a la propiedad de los no propietarios. — Que 

la condición de propietario se exprese más en un conjunto de deberes que una serie de 

facultades. — Que la propiedad cumple funciones, como la de la tutela de la libertad, 

más que entenderla como uso y abuso de las cosas. — Sacar todas las consecuencias 

posibles del principio de prioridad del trabajo sobre el capital.— Entender que el dere-

cho tiene que ver con la propiedad, y ésta con el progreso. — Preguntar al neolibera-

lismo sin rostro ni corazón que ronda en nuestras sociedades: Quiénes progresan, qué 

progresan y a costa de qué y de quiénes progresan ? — Sin cambiar los hábitos con-

sumistas y hedonistas, sin una opción clara por el ser frente al tener, no se puede ga-

rantizar la función de interés general de los bienes. —No estatalizar los grandes me-

dios de producción, pero sí de garantizar con la ayuda del Estado, su función comuni-

taria; de expropiar los bienes improductivos; de potenciar la autogestión y la participa-

ción de las personas y de los grupos sociales en la dirección de las empresas, haciendo 

realidad la primacía del trabajo sobre el capital; y de garantizar un mínimo vital, ade-

cuado y digno, a todas las personas. —Reconocer con generosidad el derecho de todos 

los hombres a percibir un subsidio de desempleo cuando están desocupados, y el dere-

cho a emigrar a aquellos países en los que su trabajo puede ser más fecundo. —La 

Constitución de 1999, al consagrar el Estado como Social y Democrático de Derecho y 

de Justicia, garantiza la propiedad y apuesta por un sistema de propiedad funcional en 

un contexto de justicia social. Por ello, para terminar, transcribo el artículo 299 de la 

Constitución que, de manera generosa, ingenua y/o utópica, consagró el Constituyente 

para referirse a los principios orientadores y valores fundamentales del régimen socio-

económico del país”. 

85  Véase: HERNÁNDEZ MENDIBLE, Víctor Rafael: “Prólogo” En: VILLEGAS MO-

RENO, José Luis: Derecho Administrativo Ambiental, Colección Textos, Sin Limite, 

San Cristóbal, 2009 p, 12. 


